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JUIGIO DE NULIDAD.

EXPEDIENTE: TJA/4"SERA/JRAEM-
064t2022.

ACTOR: 

AUTORIDAD RESPONSABLE:
PRESIDENTE MUNICIPAL Y
DIRECTOR DE TRÁNSITO DE

ZACATEPEC, MORELOS.

MAGISTRADO PONENTE: MANUEL
GARCíA QUINTANAR.

Cuernavaca, Morelos; a ocho de noviembre de dos mil

veintitrés.

SENTENCIA definitiva, dictada en el juicio de nulidad
identificado con el número de e nte TJA/4"SERA/JRAEM-
06412021 promovido por   

, en contra del "PRES¡DENTE MUN¡CIPAL Y

DTRECTOR DE TRÁNSITO DE ZACATEPEC, MORELOS." (Sic)

GLOSARIO

Acto impugnado "La remoción del cargo que tenía
como       

de Ia Direccion de Tránsito
Municipal del Ayuntamiento de
Zacatepec, Morelos.. " lsic,)

Constitucion Local Constitución Política del Estado
Libre y Soberano de Morelos.

Ley de Ia materia Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos.

Ley del Sistema de Seguridad
Pública del Estado de Morelos.
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Actor o demandante  

Autoridades
demandadas

Tribunal u
jurisdiccional

"Presidente Municipal y Director
de Tránsito de Zacatepec,
Morelos."

organo Tribunal de Justicia Administrativa
def Estado de Morelos.

ANTECEDENTES
PRIMERO. Por escrito recibido siete de abrir de dos mil

veintidós1,   , por su
propio derecho compareció ante este Tribunal a demandar:

"La remocion del cargo que tenía como   de
la Direccion de Transito Municipal del Ayuntamiento de Zacatepec,
Morelos." (sic)

Señalando como autoridades demandadas al:

. Presidente Municipal de Zacatepec, Morelos;

. Ayuntamiento de Zacatepec, Moretos;y

o Director de Tránsito Municipalde Zacatepec, Morelos.

Para lo que relató los hechos, expresó las razones por las
que impugna el acto, y ofreció los medios de prueba que fueron
agregados al expediente que hoy se resuelve.

SEGUNDo. Mediante acuerdo de fecha veinte de abril de
dos mil veintidós2, se admitió a trámite la demanda de nulidad en
contra del:

o Director de Tránsito Municipalde Zacatepec, Morelos.

ordenándose con las copias del escrito inicial de demanda
y sus anexos, realizar el emplazamiento y correr traslado a la
autoridad demandada, para que dentro del plazo de diez días
formularan contestación de demanda, con el apercibimiento de
ley.

TERCERO. En acuerdo de fecha veintisiete de mayo de
dos mil veintidós3, se le tuvo a la autoridad demandada: Director
de Tránsito Municipal de zacatepec, Morelos, Morelos, por
presentada contestando en tiempo y forma la demanda incoada
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en su contra; en consecuencia, se ordenó dar vista al

demandante, para que en el plazo de tres días manifestara lo que

a su derecho correspondiera, apercibido que de no hacerlo se
tendría por perdido su derecho para tal fin.

Asimismo, se le hizo saber a la parte actora que, en

términos del artículo 41 de la Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, contaba con un plazo de quince días hábiles
para ampliar la demanda.

CUARTO. Por acuerdo de fecha catorce de junio de dos
mil veintidósa, se tuvo por presentado al actor 

, desahogando la vista ordenada en

fecha veintisiete de mayo de dos mil veintidós.

QUINTO. Mediante auto de fecha ocho de agosto de dos
mil veintidóss, se certificó que el plazo de quince días que la Ley
de la materia concede para ampliar la demanda, mismo que

feneció sin que la parte demandante ampliara la misma, en

consecuencia, se mandó abrir eljuicio a prueba por el término de

cinco días común para las partes, para que ofrecieran las
pruebas que a su derecho correspondieran, apercibiéndolos que,

de no hacerlo así, precluiría su derecho para tal efecto.

SEXTO. En auto dictado en fecha veinticinco de agosto de

dos mil veintidóso, la Sala lnstructora proveyó las pruebas , ',

ofrecidas por los contendientes, en la cual se tuvieron por

admitidas la pruebas consistentes en la testimonial, informe de
autoridad, así como, la inspección Judicial; de igual manera, se

señaló fecha para la celebración de la audiencia de pruebas y

alegatos.

SÉPTIMO. En fecha catorce de octubre de dos mil

veintidós7, se llevo a cabo la inspección judicial admitida por auto
de fecha veinticinco de agosto de dos mil veintidós.

OGTAVO. En fechas veintiuno de octubre de dos mil
veintidós; veintisiete de enero, ocho de mayo, trece de junio y
diez de agosto, todas de dos mil veintitrés, se tuvieron por

diferidas las audiencias previstas para tales fechas, en razón de

aVisible a toja 140.
5 V¡s¡ble a fqa 142
6 visible de toja 175 a 182
7 Visible de fqa 217 a 229
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que no se encontraba debidamente desahogada en sus términos
la prueba consistente en: informe de autoridad, admitido por auto
de fecha veinticinco de agosto de dos mil veintidós.

NovENo. La audiencia de Ley tuvo verificativo el día
primero de septiembre de dos mil veintitrés8, se declaró abierta
la audiencia, haciéndose constar la incomparecencia de las
partes, por Io que, al no existir cuestiones incidentales pendientes
por resolver, se procedió al desahogo de las pruebas ofrecidas,
quedando desierta la prueba testimonial de conformidad con el
artículo 74 de la Ley de la materia; pasándose a la etapa de
alegatos en la que se ordenó en glosar los presentados por la
parte demandante.

Asimismo, previo a turnar el sumario de cuenta, se ordenó
realizar el cotejo de los autos que integran el mismo, a fin de
observar la debida integración y foliación der expediente.

DEclMo. Por acuerdo de fecha once de septiembre de
dos mil veintitrése, al constatarse que los autos del expediente
se encontraban debidamente integrados, y una vezrealizada la
notificación por lista de fecha trece de septiembre de dos mil
veintitrés, se turnó a resolver el sumarro de cuenta, mismo que
quedó en estado de dictar sentencia, ra cuar hoy se pronuncia
con base a los siguientes:

RAZONES Y FUNDAMENTOS
l. coMPETENclA. Este Tribunal es competente para

conocer y resolver el presente asunto, en virtud de que se
promueve en contra de un acto de autoridad emitido por
autoridades del Ayuntamiento Municipal de Tlaquiltenango,
Morelos.

Lo anterior con fundamento en ros artículos 1 16 fracción V
de la constitución Política de los Estados unidos Mexicanos, 10g
bis de la Constitución Local, 1, g, T, g5, g6 y g9 de la Ley de
Justicia Administrativa del Estado de Morelos; 1, 3 fracción lX, 4
fracción lll, 16, 18 inciso B) fracción ll, y la disposición transitoria
segunda de la Ley orgánica del rribunal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos, ambos ordenamientos
legales publicados el día diecinueve de julio del dos mil diecisiete,

E visible de foja 331 a 333
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en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" numero 5514

l. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. Por tratarse de
una cuestión de orden público y estudio preferente, en términos
de lo establecido en el último párrafo del artículo 37 de la ley de'

la materia, ésta potestad procede a realizar el estudio de las

causales de improcedencia, para verificar si en la presente

controversia se actualiza alguna de las previstas en el precepto

mencionado; ello en concordancia con lo establecido en el

siguiente criterio jurisprudencial de aplicación analógica y de
observancia obligatoria según lo dispone el artículo 217 de la
Ley de Amparo:

IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAT DE tAS CAUSATES PREYISTAS EIl/

ru nnricuto T3 DE LA LEY DE AMPARo.lo

De conformidad con Io drspuesfo en el último pánafo del añículo 73 de la Ley de Amparo

/as causa/es de improcedencia deben ser examinadas de oficio y debe abordarse en

cualquier instancia en que el juicio se encuentre; de tal manera que sl en la revisión se

advierte que existen ofras causas de estudio preferente a la invocada por el Juez para

sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamiento alguno expresado por el
recurrente. Esfo es así porque si blen el artículo 73 prevé diversas causas de

improcedencia y todas ellas conducen a decretar el sobreseimiento en el juicio, sin analizar

el fondo del asunto, de entre eilas exisfen algunas cuyo orden de impoñancia amerita que

se esfudien de forma preferente. Una de esfas causas es Ia inobservancia al principio de

definitividad que rige en el juicio de garantías, porque si, efectivamente, no se atendio a

ese principio, la acción en sí misma es improcedenfe, pues se entiende que no es ésfe e/

momento de ejercitarla; y Ia actualizacion de este motivo conduce al sobreseimiento total

en eljuicio. Así, si el Juez de Dístrito para sobreseer atendió a Ia causal propuesta por las

responsab/es en el sentido de que se consintió Ia ley reclamada y, por su parte, consideró

de oficio que respecto de ios resfanfes acfos había dejado de exisfir su objeto o materia;
pero en revisiôn se advieñe que existe otra de esfudlo preferente (inobservancia al
principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento totalen eljuicio y que, por ello,

resultarían inatendibles los agravios que se hubieren hecho valer, lo procedente es invocar

tal motivo de sobreseimiento y con base en êl confirmar Ia sentencia, aun cuando por
dlversos motivos, al sustentado por el referido Juez de Distrito.

lndependientemente de que se advierte que la autoridad
demandada no hace valer causal de improcedencia alguna, una

vez realizado el estudio oficioso de las causales de
improcedencia, para verificar si en la presente controversia se

actualiza alguna de las previstas en el artículo 37 de la Ley de Ia
materia, en razón de ello, de autos se advierte que a criterio de 

,,

este Tribunal en Pleno, se actualizala causal de improcedencia
prev¡sta por la fracción lV, del artículo 37, de la Ley de Justicia
Administrativa en vigor, que dicta:

AÉículo 37. El juicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es improcedente

en contra de:

loNovena Época, Núm. de Registro: 194697, lnstancia: Primera Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo lX, Enero de 1999, Materia(s): Común, ïesis: 1a./J. 3/99,
Página: 13.
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()
lV, Actos cuya impugnación no corresponda conocer al Tribunal de Justicia
Administrativa;
()

Los contendientes en el presente juicio sostuvieron
medularmente, que la categoría que desempeñó la demandante
fue la de   de la Direccion de Tránsito
Municipal del Ayuntamiento de Zacatepec, Morelos".

La parte actora  ,
por medio de su escrito inicial de demanda, en el capítulo de
hechos, específicamente los numerales uno y cuatro, el
demandante manifiesta expresamente lo siguiente:

Morelos.
()

1.'Eye cgmo último cîrqo el de adscrito al área

9., Ttán.,i!o Munirip.! dr h Dir..rión G.n.r.r@
Tránsito Municipal de Zacatepec. Morelos..." ft,r,
(Lo resaltado es propio de este Tribunal.)

con la finalidad de acreditar su dicho el demandante
ofreció las siguientes documentales:

1.- Hoja de servicios con número de oficio 
, de fecha veintinueve de diciembre del año dos mil veintiunoil,

documental de la cual se desprende lo siguiente.

,.HACE 
CONSTAR

Que derivado de la búsqueda minuciosa a los expedientes a cargo de esta
dependencia municipal, se corrobora que el Llc.  

 prestó sus seruicios en este H. Ayuntamiento Constitucional de
zacatepec, Morelos desde er día 01 de Enero del año 201g a la fecha;
desempeñandg gglg último puesto el de   en
elárea de TRANSTTO MUNtCtpA lS,Ð
(Lo resaltado es propio de este Tribunal.)

2. Asimismo, ofreció el oficio numero 
de fecha ocho de abril de dos mil diecinueve, suscrito por el

. comandante    del cual se
desprende lo siguiente:

llvisible a foja 10
1A,/isible a fqa 11
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,.,así mismo solicito a usted de la manera más atenta se realice elalta laboralcon
plaza de base y el siguiente puesto al siguiente personal:

2

1

No Nombre completo: Puesto:

3. Seis comprobantes fiscales digitales por internet,
correspondientes a los ejercicios fiscales 2019, 2020 y 2021 13; de
los cuales se desprende que el ciudadano  

, sê encontraba adscrito bajo la
siguiente categoría:

Por su parte, la autoridad demandada mediante el escrito
de contestación, realizo las siguientes manifestaciones:

"1.- Cierto que comenzó a prestar sus seruicios a partir de 01 de enero de 2019,

cierto que se le contratara de forma verbal, cierta la categoría en la que prestaba sus

servicios.
()
4. Cierto que el último cargo que desempeñ0, como 
adscrito al área de Tránsito Municipal, de la Dirección General de Sequridad
Pública v Tránsito Municipal de Zacatepec, Morelos..." (Sic.)
(Lo resaltado es propio de este Tribunal.)

Con la finalidad de acreditar su dicho la autoridad
demandada ofreció setenta y siete comprobantes fiscales
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digítales por internet, correspondientes a los ejercicios fiscales
2019, 2020 y 2Q2114; de los cuales se desprende que el
CiUdAdANO    A, SC

encontraba inscrito bajo la categoría de r
, adscrito al ârea de Tránsito Municipal.

En razón de lo anteriormente expuesto, este Tribunal
en Pleno determina que la hipótesis de improcedencia del
juicio de nulidad establecida en la fracción rv, del artículo 37,
de la Ley de Justicia Administrativa en vigor, se actu artza,
por las siguientes razones:

Los artículos 123, apartado B, fracción Xlll15, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1, y, 210,

de la Ley de sistema de seguridad pública der Estado de
Morelos, establecen el régimen jurídico al que pertenecen los
militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del
Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones
policiales.

Dentro de este, de acuerdo con los dispositívos, 1OS,
19617, de la legislación referida, 3618, de Ley de prestaciones de
seguridad social de las lnstituciones policiales y de procuración
de Justicia del sistema Estatal de seguridad pública, y, 19,

laVisible de fojas 52 a 128.
15 Xlll. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio público, peritos y los
miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus proþias leyes.6."Artículo 1.- La presente ley tiene por objetõ regular la iniegiación, organización y funcionamiento del
Sistema Estatal de Seguridad Pública, establecer las compètencias y 

-bases 
de coordinación entre el

Estado y los Municipios, y entre éstos con la Federación, los Èstados de la República y el Distrito Federal.,,
"Artículo 2.- La seguridad pública es una función a cargo del Estado y los Muñicipios, la cual no podrá ser
concesionada a particulares bajo ninguna circunstancia, y tiene como fines salvaguardar la intêgridad y
derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos.
Comprende la prevención especial y general de los delitos; la investigación para hacerla efectiva; Ia
sancién de las infracciones administrativas; la investigación y la persécución de del¡tos y conductas
antisociales tipifìcadas como tales; la reinserción social ðel indivìduo y la reintegración social y familiar del
adolescente, en términos de esta Ley, en las respectivas competentias estab-lecidas en la 

-Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de
Morelos, y las demás leyes aplicables a la materia.,,
î7 "Artículo 105.- Las lnstituciones de Seguridad Pública deberán garantizar, al menos las prestaciones
prev¡stas como mínimas para los trabajadores al servicio del Estadó de Morelos y generaráñ de acuerdo
a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, una normatividad de régimen complementario de
seguridad soc¡al y reconocimientos, de conformidad con lo previsto en el artículõ 123, apartado B, fracción
Xlll, tercer párrafo, de la Constitución General.
Las controversias que se generen con motivo de las prestaciones de seguridad social serán competencia
del Tribunal Contencioso Administrativo."
"Artículo 196. ElTribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Morelos será el competente para
conocer de los conflictos derivados de las prestaciones de servicios del personal administàtivo; dé los
emanados de los procedimientos administrativos iniciados en contra dèl personal operativo o de los
elementos de las instituciones policiales definidos en esta ley en el ámbito àstatal o municipal así como
de los ministerios públicos, peritos y policía ministerial de la Èrocuraduría General de Justiciå del Estado,
igualmente será el órgano jurisdiccional competente de conocer de los actos que emanen de la remoción

iinj]:1.?^1.^l.s mtsmos por la no acreditación de los requisitos de permaneniia que contempla esta ley.,,'- 'Anlculo 36. En términos del artículo 105, de la Ley del Sistema, las controversias que se generen cänmotivo de las prestaciones de seguridad sociãl serán competencia del Tribunal óontencioso
Administrativo, quien deberá tramitarlas en iérminos de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de
Morelos."
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apartado B, fracción ll, incisos h) y l)1e, de la Ley Orgánica del
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, se
definió la competencia de este Tribunal para conocer y resolver
lo concerniente a la relación administrativa de los servidores
públicos sujetos del Sistema de Seguridad Pública del Estado de
Morelos.

Ahora bien, para definir si un servidor público realiza o no

actividades relacionadas con la seguridad pública, es

imprescindible acudir al concepto de seguridad pública,
establecido en el artículo 21, Constitucional, como "una funcion
del Estado a cargo de la Federacion, las entidades federativas y
/os Municipios, cuyos fines son salvaguardar Ia vida, /as
Iibeftades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como
contribuir a la generacion y preservación del orden público y la
paz social."

La seguridad pública comprende la prevención,

investigación y persecución de los delitos, así como la sanción
de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en

las respectivas competencias que esta Constitución señala. Y, la
actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por
los principios de legalidad, objetividad, eficiencia,
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos hurnanos

reconocidos en esta Constitución.

Por tanto, los servidores públicos que realizan actividades
de prevención, vigilancia, procuración de justicia y reinserción

social, se consideran elementos sujetos al régimen especial
establecido en la fracción Xlll del apartado B, del artículo 123,
Constitucional.

La función de prevención y vigilancia, en principio, la
realizan los cuerpos policiacos, implica el patrullaje cotidiano, con
el objeto de generar las condiciones necesarias para evitar la
comisión de ilícitos, o, para detener a los autores de conductas

1e "ArtÍculo 18. Son atribuciones y competencias del Pleno:
B) Competencias:
ll. Resolver los asuntos sometidos a su jurisdicción, por lo que conocerá de:
h) Los juicios que se entablen por reclamaciones de pensiones y demás prestaciones sociales que
concedan las leyes en favor de los miembros de los cuerpos policiales estatales o municipales;
l) Conforme a lo establecido en el articulo 123, apartado B, fracción Xlll de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, conocerá de los juicios promovidos por los miembros de las instituciones de
seguridad pública, derivados de su relación administrativa con el Estado y los Ayuntamientos, en contra
de las sentencias definitivas mediante las que se imponen correctivos disciplinarios y sanciones impuestas
por los Consejos de Honor y Justicia, con excepción de las responsabilidades administrativas graves
previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas;..."
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antisociales, que al hacerlo alteran ra tranquilidad, paz y orden
públicos que deben ímperar en cualquier sociedad.

Procurar justicia es representar a la sociedad, es
defender el derecho y es ejercer la acción penal contra quienes
transgreden el orden jurídico cometiendo un delito, o no ejercerla
cuando así lo dispone la ley. Labor encomendada a los
seruidores públicos de la Fiscalía Generar der Estado, que
partìcipan en los procedimientos persecutores del delito, en
términos del artículo 21 de la constitución polítíca de los Estados
Unidos Mexicanos.

En cuanto a la reinserción social, cuyo fin principal es la
readaptación del delincuente, encontramos a los elementos de
vigilancia y custodia de los establecimientos penitenciarios.

En este contexto normativo tenemos que en la especie el
dEMANdANtE    
manifestó en su demanda, que el cargo que venía
desempeñando en el Ayuntamiento de Zacatepec, Morelos, fue
el de  o, adscrito al á,rea de

Municipal. de la Dirección General de Sesuridad
Pública v Tránsito Municipal de zacatepec, Morelos" (Sic),
adjuntó la hoja de servicios con número de oficio

  de fecha veintinueve de diciembre del año
dos mil veintiuno2o.

Asimismo, ofreció seis comprobantes fiscales digitales por
internet, correspondientes a los ejercicios fiscales zo1g,2020 y
202121, mismos de los cuales se advierte que el cargo que venía
desempeñando lo era el de  

sin que ello implíque el
hecho de que haya adquirido ra caridad de miembro del cuerpo
de policía del señalado municipio, sólo porque su recibo refiere
el citado puesto como, pues esa sola circunstancia no significa
que haya realizado las funciones inherentes a un elemento
policiaco; si bien la denominación del nombramiento del cargo
debiera ser congruente con las funciones desarrolladas, cierto es
que, ocasionalmente, puede no serlo, en relacíón a ello, existe
criterio Jurisprudencial en el sentido de que independientemente
del nombramiento respectivo que se tenga, se debe atender a la

2ovisible
2lvislble

a foja 10
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naturaleza de las funciones desempeñadas al ocupar el cargo

Apoya lo expuesto, los criterios de contenido y texto
siguiente:

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. PARA
DETERMINAR SI TIENEN UN NOMBRAMIENTO DE BASE O DE
CONFIANZA, ES NECESARIO ATENDER A LA NATURALEZA
DE LAS FUNCIONES QUE DESARROLLAN Y NO A LA
DENOMINACIÓN DE AQUÉ1.22

De la fracción XIV del apartado B del artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece que "la ley
determinará los cargos que serán considerados de confianza", se
desprende que el Poder Revisor de la Constitución tuvo la clara
intención de que el legislador ordinario precisara qué trabajadores
al servicio del Estado, por la naturaleza de las funciones realizadas,
serían considerados de confianza y, por ende, únicamente
disfrutarían de las medidas de protección al salario y de los
beneficios de la seguridad social y, por exclusión, cuáles serían de
base; lo que implica, atendiendo a que todo cargo público conlleva
una específica esfera competencial, que la naturaleza de confianza
de un servidor público está sujeta a la índole de las atribuciones
desarrolladas por éste, lo que si bien generalmente debe ser
congruente con la denominación del nombramiento otorgado,
ocasionalmente, puede no serlo con motivo de que el patrón
equiparado confiera este último para desempeñar funciones que no
son propias de un cargo de confianza. Por tanto, para respetar el
referido precepto constitucional y la voluntad del legislador ordinario
plasmada en los numerales que señalan qué cargos son de
confianza, cuando sea necesario determinar si un trabajador al
servicio del Estado es de confianza o de base, deberá atenderse a
la naturaleza de las funciones que desempeña o realizo al ocupar el
cargo, con independencia del nombramiento respectivo.

Así tampoco, del expediente personal de 
 remitido por las autoridades

demandadas, en atención a lo ordenada por la Sala lnstructora,
para mejor proveer, mediante auto de fecha veinte de abril de
dos mil veintidós"; se desprende algún dato que perm¡ta colegir
que el demandante desempeñaba funciones inherentes a un

elemento policiaco, o que hubiese sido sujeto a algún proceso de
los inherentes al Servicio Profesional de Carrera Policial.

En tales consideraciones, y toda vez que la demandante
sostiene que si bien, ostentaba el cargo de 

, adscrito al área de Tránsito Municipal ;delo
que podemos advertir que no se encontraba dentro del

,2 Êpoca'. Novena Época, Registro: 175735, lnstanc¡a: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial
de la Federac¡ón y su Gaceta, Tomo XXlll, Febrero de 2006, Mater¡a(s): Laboral, Tesis: P./J. 36/2006, Página: 10

'zr Visible de fojas 19 a 22.
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régimen de Desarrollo Policial establecido en ra Ley der
sistema de seguridad Pública del Estado de Moreros; así
como tampoco, sin que durante la secueta procesal se hubiese
demostrado lo contrario; en ese tenor, se tiene que la
demandante no se encuentra en el régimen de excepción de
derechos previsto en el artículo 123, apartado B, fracción Xill, de
la constitución Política de los Estados unidos Mexicanos, la cual
sÓlo es aplicable a los miembros de las instituciones policiales
que realicen la función de policía y que estén sujetos al servicio
Profesional de carrera Policial, en consecuencia, quienes aun
perteneciendo a las instituciones policiales (trabajadores
administrativos), como es el caso del demandante que se
encuentra adscrito como 
adscrito al área de Tránsi to Municipal del Avuntamiento de
Zacafepec. Morelos, sin que se haya advertido que rearice
funciones similares a las de investigación, prevención y reacción
en el ámbito de seguridad pública.

situación que se corrobora con lo establecido por los
artículos 4 y 17 del Reglamento lnterno de seguridad pública y
Tránsito Municipal de Zacatepec, Morelos, que dictan:

CAPíTULO II
DE LA COMPETENCIA, ORGAN]ZACIÓN Y ADSCRIPCIÓN DE LAS

UNIDADES ADMINISTRATIVAS DE LA DIRECCIÓN DE SEGURIDAD
PÚBLICA Y TRANSITO MUNICIPAL DE ZACATEPEC, MORELOS.

Artículo 4,. Al frente de la Dirección esta
desahogo de los asuntos de su competencia,

ráe Director, quien para el
ge auxiliará de las Uni

Admini y de los servidores públ icos que a continuación se
indican:

Unidades Administrativas:

CAPITULO IX
DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO Y DE ORGANIZACIÓN

Artículo 17.. El de Adm nistración v de zación.
eiercerá las s iquientes facu Itades v atribuciones

inistrar y coordinar actividades con los auxiriares de ra Dirección, para
r funciones al personal operativo y auxiliar;

l. Adm

asigna
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ll. Organizar la agenda y actividades del Director;
lll, 0rganizar y supervisar al personal administrativo y auxiliares
administrativos,

lV, Contestar documentación relativa a asuntos de la Dirección;
V. fungir como oficialÍa de partes de la Dirección.
Vl. Revisar documental elaborada para cubrir servicios, tal como eventos
religiosos, deportivos, políticos, culturales, sociales, personal citado por

Asuntos lnternos, inspecciones oculares, dictámenes de vialidad, oficios de

baja, así como servicios ordinarios, para realizar los trámites
conespondientes;
Vll. 0rganizar y controlar los trámites relacionados con permisos,

contestaciones jurídicas, así como dar seguimiento a los oficios de apoyo
solicitados por las Autoridades Judiciales y Administrativas sean Locales o

Federales;

Vlll. Controlar la entrada y salida de documentos, así como la

correspondencia, una vez firmada por el Director;
lX. Elaborar todos los informes que solicite el Director;

X. Asistir a las reuniones de carácter interno o externo con Autoridades
Municipales, Estatales y Federales que le instruya el Director;

Xl. Las demás que le concedan, u ordenen las Leves. Reqlamentos u
otras d iciones carácter ne oleas nen sus Su res

Jerárquicos

Dispositivos de los cuales se desprenden las funciones del
personal administrativo dentro de la Secretaría Seguridad
Pública y Tránsito Municipal de Zacatepec, Morelos, sin que se

advierta que dichas funciones sean inherentes a las que realiza
un elemento de Seguridad Pública, como lo es el caso de la
prevención, investigación y persecución de los delitos, así como
la sanción de las infracciones administrativas.

En ese sentido, al acreditarse que el demandante no esta
sujeto al sistema de carrera policial, mantienen una relación de
naturaleza laboral con tales instituciones, la cual se rige en
términos de la fracción XIV del apartado B del artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; criterio
que ha sido sostenido en la Tesis Jurisprudencial que se

transcribe enseguida, misma que fue invocada por el propio actor
en su escrito de demanda:

"T RABAJ AD O RE S AD MI NIS TRYI T/YOS DE tA S I N ST IT U C I O,NES POL'C'ÁIES.
TìTO ESTÁTV SUJETOSAI RÉGIMEN DE EXCEPCION DE DERECHOS PREYISTO
EN EL ARTíCULO 123, APARTADO B, FRACÏON Nil, COTVSflTUCrcNAL, POR
LO QUE LA RELACION QUE MANTIENEN CON AQUÉ,LLAS ES DE
NATURALEA LABORAL,z4

De la interpretación del a¡tículo referido, en relación con el numeral 73 de la Ley

Generaldel Srsfema Nacional de Seguridad P(tblica, se advieñe que el régimen de

2a Época: Décima Época, Reg¡stro: 2001527, ¡nstanc¡a: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente; Semanario
Jud¡cial de la Federación y su Gaceta, L¡bro Xl, Agosto de 2012, Tomo 1

Materia(s): Laboral, Tesis: 2a.1J.6712012 ('10a.), Página: 957
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excepción de derechos previsto en el precepto constitucional, só/o es aplicable a los
miembros de las instituciones policiales que realicen la función de poticía y que estén
suJ'efos al Seruicio Profesional de Carrera Poticial; en consecuencia quienes, aun

reaccrcn
ámbito de

mantienen de naturaleza tales instituciones, Ia se
del 123

Constitución Política de los Estados lJnidos Mexicanos."

En ese tenor, el conocimiento de los conflictos individuares
que se susciten entre los titulares de una dependencia
encargada de la seguridad pública y aquellos trabajadores que
desempeñen funciones de carácter administrativo, corresponde
al rribunal de conciliación y Arbitraje, en virtud de que esas
personas, al no realizar funciones de policía, no forman parte
propiamente de los cuerpos de seguridad pública y, por ello, su
relación no es de naturaleza administrativa, ni los conflictos
relativos compete conocer a los tribunales administrativos,
criterio que fue sustentado en la siguiente tesis Jurisprudencial:

"TNBUNAL FEDERAL DE CONCILIACION Y ARBITRAJE. ES COMPETENTE
PARA CONOCER DE IAS CONTROYERS'AS PLANTEADAS POR EL
PERSONAT ADMINISTRATIVO DE LAS DEPENDEA'C/AS DE SEGURIDAD
PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL, EN CONTRADE SUS TITIJLARES,,'
De conformidad con los artículos 123, apartado B, fraccion Xll, de ta Constitución
Política de /os Esfados unrdos Mexicanos, 124 y 124-8, de ta Ley Federal de los
Trabaiadores al Seruicio del Estado, y 13 del Estatuto de Gobierno det Distrito
Federal, el conocimiento de los conflictos individuates gue se susciten entre
Ios titulares de una dependencia encargada de la seguridad púbtica y aquellos
trahajadores que desempeñen funciones de carácter administrativo,
corresponde al Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, en virtud de que
esaspersonas, alno realizarfunciones de policía, noforman parte propiamente
de los cuerpos de seguridad púhlica y, por ello, su relación no es de naturaleza
administrativa, ni los conflictos relativos son de Ia competencía de /os
tribu n al es admi nistrativos. "

En tales consideraciones, es evidente que se actualiza la
causal de improcedencia establecida en la fracción lv del artículo
37 de la Ley de Justicia Administrativa der Estado de Morelos que
en la esencia señala: "Actos cuya impugnacion no
corresponda conocer al rribunal de Justicia
Administrativa"; consecuentemente, en términos de la fracción
ll del artículo 38 de la Ley de la materia, es procedente decretar
el sobreseimiento deljuicio en cuestión.

rj Época: Novera Época, Registro: 192634, lnstancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jur¡sprudenc¡a, Fuente. Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Dicìembre de 1999, Mãterla(s): Laboral, Tesis: 2a./J. .135/99, página:
Jó/
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Sirve de sustento de lo expuesto, el criterio que se plasma

a continuación:

JUIAO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO ADMINISTRATIVO DEL
EsrADo DE JALrsco. rnnrÁtuoosE DE Acros crJyA tløprJounaou No
coRREspoNDA coNocER A DIcHo onanxo JURtsDtcctoNAL, Ésre oeat
SoBRESEER poRIMpRocEDENctA oe aeuÉt, s/rv eueEtt o IMpLreuE eul
TENGA QUE REMITIR LAS ACTUACIONES AI QUE SE EST/ME COMPETENTE,26

De conformidad con el artículo 29, fraccion ll, de la Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Jalisco, el juicio de nulidad es improcedente contra actos cuya impugnacion

no corresponda conocer al Tribunal de lo Administrativo de la mencionada entidad
federativa; de ahí que, al actualizarse esa hþófesis, dicho organo jurisdiccional debe

sobresee¡ sin que ello implique que tenga que remitir las acfuaclones al que se estime

competente, en tanto que, como se dijo, la legislacion local dispone expresamente la

improcedencia del juicio en materia administrativa en e/ supuesto aludido,

II. REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD
COMPETENTE.

No obstante el sobreseimiento de este juicio de nulidad,

debe tenerse presente que el párrafo segundo del artículo 1o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

dispone que las normas relativas a los derechos humanos se

interpretarán de conformidad con la propia Constitución y con los

tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo
tiempo a las personas la protección más amplia, de donde deriva
que los tribunales federales, en los asuntos de su competencia,
deben realizar el estudio y análisis ex officio sobre la

constitucionalidad y convencionalidad de las normas aplicadas

en el procedimiento, o en la sentencia o laudo que ponga fin al
juicio.

En este sentido se pondera que el artículo 17 de la
Constitución Federal prevé el derecho a la tutela jurisdiccional, la

cual puede definirse como el derecho público subjetivo que toda
persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes,

para acceder de manera expedita a tribunales independientes e
imparciales, a plantear una pretensión o a defenderse de ella,

con el fin de que a través de un proceso en el que se respeten

ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa
y, en su caso, se ejecute esa decisión.

Dicho de otro modo, el derecho a la jurisdicción, debe
entenderse como aquel que permite a los justiciables someter a
la consideración de un órgano jurisdiccional sus pretensiones, lo

2ó Epoca: Novena Época, Registro: 169275, lnstancia: Tribunales Colegiados de Circu¡to, T¡po de Tesis: Aislada, Fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV|ll, Julio de 2008, Materia(s): Administratìva, Tesìs:
lll.20.A.184 A, Página: 1740
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que se traduce en la prerrogativa de todos los ciudadanos para
poder llevar ante un tribunal una controversia para que éste
resuelva lo procedente respecto al conflicto que se está
suscitando entre ellos, lo cual hace evidente la existencia de
tribunales que impartan justicia de manera pronta, gratuita e
imparcial.

Ahora bien, del contraste entre la determinación de
sobreseimiento en el juicio de nulidad, por la hipótesis
consignada en la fracción lV, del artículo 37, de la Ley de la
materia, es decir, por tratarse de un acto que no corresponda
conocer a este Tribunal, a la luz del referido derecho
fundamental, se advierte que esta resorución, por sí misma, no
limita el acceso a la plena jurisdicción del actor, ni tampoco
constituye una actuación arbitraria por parte del juzgador, toda
vez que el derecho a la jurisdicción no puede interpretarse en el
sentido de que necesariamente se tenga que estimar procedente
eljuicio contencioso administrativo de manera irrestricta, puesto
que el artículo en cita no prevé limitantes respecto del acceso a
la jurisdicción, sino que sujeta ra procedencia del juicio
contencioso administrativo a la condición de que esa jurisdicción
contenciosa administrativa resulte competente, sin que esto prive
de los derechos consagrados en la constitución Federal y de los
tratados internacionales en materia de derechos humanos, de los
que forma parte el Estado Mexicano.

Así, en los casos de sobreseimiento por incompetencia
material, el derecho a la jurisdÍcción se cumple en la medida que
el gobernado puede exigir a los órganos jurisdiccionales del
Estado, la tramitación y resolución de los conflictos jurídicos en
que sea parte, ello siempre que satisfaga los requisitos fijados
por la propia Constítución y las leyes secundarias.

De ahí que la determinación de sobreseimiento apoyada
en los artículos 37, fracción lV, y, 3g, fracción ll, de la Ley de la
materia, no constituya una actuación arbitraria, porque está
determinada en una condición fijada por el legislador local.

consecuentemente, debe señalarse que el derecho de
acceso a la administración de justicia, prevista en el artículo 17
de la constitución Política de los Estados unidos Mexicanos, sí
es observado por el referido artícuro 37, fracción lV, ya que el
hecho de que el juicio contencioso administrativo no sea
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procedente en el caso concreto de que la jurisdicción contenciosa
administrativa local no resulte competente, no implica que no
exista una vía idónea ni tribunales competentes ante los cuales
los promoventes de los juicios contenciosos administrativos -

sobreseídos con fundamento en esa disposición- puedan hacer
valer sus derechos y plantear su reclamo, como en la especie lo
era la vía laboral burocrática estatal.

Sin embargo, en relación con el derecho de tutela judicial

efectiva, en nuestro sistema jurídico se proscribe la posibilidad

de que el poder público pueda supeditar el acceso a los
tribunales a condición alguna, pues de establecer cualquiera,
ésta podría constituir un obstáculo entre los gobernados y los

tribunales, por lo que es indudable que el derecho a la tutela
judicial puede conculcarse por normas que impongan requisitos
impeditivos u obstaculizadores del acceso a la jurisdicción, si

tales trabas resultan innecesarias, excesivas y carentes de
razonabilidad o proporcionalidad respecto de los fines que

lícitamente puede perseguir el legislador, lo que en último término
se traduciría en una franca violación al derecho humano de tutela
judicial efectiva contenida en el artículo 25 de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos.

Aunado a lo señalado con antelación, es necesario
puntualizar que la protección al derecho a una tutela judicial

efectiva dentro del sistema interamericano de protección de los

derechos humanos, está previsto en el artículo 25 de la

Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual señala
que toda persona tiene derecho a la existencia, dentro del
sistema jurídico interno, de un recurso sencillo y rápido ante los

Jueces o tribunales competentes que le permita impugnar todos
aquellos actos que se traduzcan en una violación a sus derechos
fundamentales reconocidos tanto en las Constituciones y leyes
nacionales, como en la Convención Americana.

En cumplimiento a la Tutela Judicial Efectiva, los Estados
se comprometen a garantizar en primera instancia, la existencia
de un recurso idóneo que permita la impugnación de aquellos
actos que impliquen una violación a un derecho humano;
asimismo, que la autoridad competente conforme al sistema legal

nacional decida sobre los derechos de toda persona que
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promueva la vía y a garantizar el cumplimiento de la decisión en
que se haya estimado procedente el recurso2T.

Bajo ese contexto, la corte lnteramericana de Derechos
Humanos ha señalado que el artículo 2s de ra convención
Americana sobre Derechos Humanos imprica en términos
amplios: "... Ia obligacion a cargo de /os Esfados de ofrecer, a
fodas /as personas sometidas a su jurisdiccion, un recurso
judicial efectivo contra acfos violatorios de sus derechos
fundamentales. Dispone, además, que la garantía allí
consagrada se aplica no solo respecto de /os derechos
contenidos en la convencion, sino tambien de aqueltos que estén
reconocidos por Ia Constitucion o por la ley."

De igual forma, la disposición citada incorpora el principio
reconocido en el derecho internacional de los derechos
humanos, de la efectívidad de los instrumentos procesales
destinados a garantizar tales derechos.

La jurisprudencia de la corte lnteramericana ha realizado
un estudio de dicho derecho, en vinculación con los alcances de
los artículos 2, 25 y 1.1. de la convención Americana sobre
Derechos Humanos, como lo señaró en ra sentencia del caso
Durand y Ugarte vs. Perú:

"El artículo 25 se encuentra íntimamente tigado con la obligacion general de!
artículo 1.1. de Ia convención Americana, ar atribuir funciones de protección al
derecho intemo de /os Esfados parfes, de lo cual se desprende que ei Estado tiene
la responsabilidad de diseñar y consagrar normativamente un recurso eficaz, pero
también la de asegurar la debida apticacion de dicho recurso por parte de sus
autorid ades judiciales."

La convención Americana sobre Derechos Humanos
postula la obligación de proveer recursos sencillos, rápidos y
efectivos contra la vulneración de derechos humanos. De este
modo, para la existencia de un recurso sencillo, rápido y efectivo
no basta con que esté previsto por ra constitución o la ley o con
que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea

?7 ''Artículo Protección judicial
persona t¡ene derecho a un recurso sencillo y ráp¡do o a cualquier otro recurso efectivo ante los Jueces o

"1. Toda
tribunales competentes, que lâ ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por laConst¡tución, la ley o la presente convención , aun cuando tal violación sea comet¡da por personas que actúen en ejerciciode sus funciones ofìciales
"2. Los Estados partes se comprometen:
"a) a garantizar que fa autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de todapersona que interponga tal recurso;
"b) a desarrollar las posib¡lidades de recurso judicial, y
"c) a garant¡zar ei cumpl¡miento, por las autoridades cómpetentes, de toda decis¡ón en que se haya estjmado procedente
el recurso."
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realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una
violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para
remediarla; así "No pueden considerarse efectivos aquellos
recursos que, por las condiciones generales del país o incluso
por las circunstancias parficulares de un caso dado, resulten
ilusorios ... por ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado
demostrada por la práctica, porque el Poder Judicial carezca de
la independencia necesaria para decidir con imparcialidad o
porque falten /os medios para ejecutar sus decisiones; por
cualquier otra situacion que configure un cuadro de denegacion
de justicia, como sucede cuando se incurre en retardo
injustificado en la decision; o, por cualquier carJsa, no se permita
al presunto lesionado elacceso al recurso judicial."

Como se señaló para que un recurso cumpla con los
parámetros del artículo 25 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, no basta con que se encuentre previsto por
la Constitución o la ley nacional, sino que se requiere que sea
realmente idóneo para determinar si se ha incurrido o no en una
violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para

remediarlo.

Además, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte
lnteramericana de Derechos Humanos, el concepto de
efectividad del recurso presenta dos aspectos, uno de ellos de
carácter normativo, el otro de carácter empírico.

El primero de ellos, se vincula con la idoneidad del recurso,
lo que representa el potencial del recurso para establecer si se
ha incurrido en una violación a algún derecho y, en su caso,
proveer lo necesario para remediarlo.

El segundo aspecto del recurso efectivo (aspecto empírico)
hace alusión a las condiciones generales del país o a las
circunstancias particulares de un caso que no permiten que un

recurso previsto legalmente sea capaz de cumplir con su objeto.
Es decir, un recurso no será efectivo cuando es ilusorio,
demasiado gravoso para la víctima o cuando el Estado no ha

asegurado su debida aplicación por parte de las autoridades
judiciales.
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Es importante señalar que la inefectividad del recurso
puede también provenir del retardo injustificado en ra toma de
una decisión.

La noción de efectividad del recurso a su vez requiere que
las herramientas judiciales disponibles incluyan medidas
procesales como las medidas precautorias, provisionales o
cautelares y, en general, recursos judiciales sencillos y rápidos
para la tutela de derechos, con el objeto de impedir que las
violaciones se prolonguen en el tiempo.

De lo que se advierte que no es posible concebir un
derecho de tutela judicial efectiva absoluto que no guarde
proporción con la finalidad perseguida, así como el correlativo
desconocimiento de un sistema constitucional y legar que prevé
reglas procesales de competencia y procedibilidad de las vías o
recursos, precisamente con el fin de proveer las garantías
necesarias para la protección y promoción de los derechos de
acceso a la justicia, debido proceso y seguridad jurídica.

Sentado lo anterior, se estima que los alcances del
numeral 37, fracción lV, de la Ley de la materia, deben
interpretarse en el sentido de que cuando resulte improcedente
el juicio de nulidad, porque los actos o disposiciones generales
impugnados no son de la competencia de este Tribunar, se debe
ordenar la remisión del expediente en su integridad, a la
autoridad que se estime competente.

En apoyo se cita la siguiente jurisprudencia

,SOBRESEIMIENTO 
EN EL JUICIO DE NIILIDAD POR LA INCOMPETENCIA

MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMITV/STRATIVO DEL
EsrADo 0r mÉxco qARA coNocER DEL Acro IMpuGNADo. pRocEDE
QUE ORDENE tE NC¡WSIOU DE IOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME
COMPETENTE2ï.

Los arfículos 264,267, fraccion 1,268, fracción ll,2l3, fraccion l, y 2BB, fracción l,
del Codigo de Procedimientos Administrativos det Estado de México facultan a las
secclones de la Sala Superior del Tribunat de lo Contencioso Administrativo del
Estado de México, como tribunal ad quem, y a sus Sa/as Reglonales, como
tribunales a quo, a declarar su incompetencia material para conocer de la demanda
planteada y, en consecuencia, a dictar oficiosamente la resolución de
sobreseimiento en el juicio de nulidad o, incluso, a desechar el tibeto respectivo,
concluyendo así el trámite del juicio y, en ambos casos, por virtud del derecho
fundamental de acceso a la justicia reconocido en el añículo 17 de la Constitución

28 Registro dig¡tal: 2010373. lnstanc¡a: Plenos de Circuito. Décima Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: pC.ll.A. J/1
A (104.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federac¡ón. Ltbto24, Noviemóre de 2015, Tomo lll. página 2730.
Tipo: Jurisprudencia
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Política de /os Esfados unidos Mexicanos, procede que señalen a la autoridad
considerada competente para tramitar Ia vía intentada y ordenen la remision de los
autos relativos."

En consecuenc¡a, atento al precepto 11 4, de la Ley del
Servicio Civil del Estado de Morelos2e, se ordena rem¡tir los autos
al Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado de
Morelos, para que en el ámbito de su competencia provea lo que
conforme a derecho proceda, previo conocimiento de la parte
actora.

III. EFECTOS DE LA SENTENCIA

a) De conformidad con los artículos 37, fracción lV, y, 38
fracción ll, de la Ley de la materia, se sobresee el presente juicio
de nulidad.

b) Previa anotación correspondiente en los libros de
gobierno de registro de expedientes, se ordena remitir los autos
originales del presente asunto, al Tribunal Estatal de Conciliación
y Arbitraje del Estado de Morelos, para que en el ámbito de su
competencia provea lo que conforme a derecho proceda.

Por lo expuesto y fundado, este Tribunal:

RESUELVE

PRIMERO. Se sobresee el presente juicio de nulidad

SEGUNDO. Previa anotación correspondiente en los libros
de gobierno de registro de expedientes, se ordena remitir los
autos originales al Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del
Estado de Morelos, para que en el ámbito de su competencia
provea lo que conforme a derecho proceda.

NOTIFíQUESE PERSONALMENTE a la actora y por
oficio a las autoridades responsables.

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del

2e Artículo 1 14.- El Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje será competente para conocer de los conflictos ind¡v¡duales
que se susciten entre un Poder Estatal o Municipio con sus trabajadores; para conocer de los conflictos respectivos que
surjan entre el sindicato y un Poder Estatal o Municjp¡o, incluido el procedimiento de huelga; para conocer de los
conflictos que surjan entre los diversos sindicatos y para llevar a cabo el registro y cancelación de los s¡ndicatos de
trabajadores al serv¡cio de los tres Poderes del Estado o de los Municipios.
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Estado de Morelos, Magistrado Presidente, GUILLERMO
ARROYO CRUZ, Titular de la Segunda Sala de lnstrucción;
MARIO CÓfUeZ LOPEZ, Secretario de Estudio y Cuenta,
habilitado en funciones de Magistrado de la Primera sara de
lnstrucción, en términos del artículo 70 de la Ley orgánica der
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, y al
acuerdo PTJAl23l2022, aprobado en la sesión Extraordinaria
número trece de fecha veintiuno de Junio de dos mil veintidós;
Magistrado Doctor en Derecho JORGE ALBERTO ESTRADA
CUEVAS, Titular de la Tercera Sala de lnstrucción; Magistrado
MANUEL GARCíA QUINTANAR, Titular de Ia Cuarta SaIa
Especializada en Responsabilidades Administrativas3o, ponente
en el presente asunto; Magistrado JOAQUíN ROQUE
GoNzÁLEz cEREZO, Titular de la euinta sala Especializada en
Responsabilidades Administrativas, ante ANABEL SALGADO
CAPISTRÁN, Secretaria General de Acuerdos, quien autoriza y
da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
DEL ESTADO DE MORELOS EN PLENO

MAGIST

GUI ECRUZ
T¡TULAR DE LA SALA DE INSTRUCCION

a r

MARIO G
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUE ILITADO EN

FUNCIONES DE MAGISTRADO DE LA
INSTRUCCIÓN 31

ERA SALA DE

30 En términos del artículo 4 fracción l, en relación con la disposición Séptima Transitoria de la Ley
Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, publicada el día 19 de julio då
2017 en el Per¡ódico Oficial "Tierra y Libertad,'número 5514.
3t En términos del artículo 70 de la Ley orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de
Morelos, y al acuerdo PTJAI2312O22. aprobado en la Sesión Extraord¡naria número trece de fecha
veintiuno de Junio de dos mil veintidós
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D. EN D. RGE A O ESTRADA CUEVAS
TITULAR DE LA TERCERA SALA DE INSTRUCCIÓN

MAGISTRADO

MANUEL GARCIA QUINTANAR
TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN

RESPONSABI LI DADES ADMI NISTRATIVAS

MAGIS

t
QUE G LEZ CEREZO

R DE LA QUINTA SA ESPECIALIZADA EN
MIN¡STRATIVASRESPONSABIL¡DADES

SEC GEN DE ACUERDOS

ANABEL CAPISTRAN

La Licenciada ANABEL SALGADO
CERTIFICA: la presente hoja de firmas

, Secretaria General de Acuerdos,
a la resolución emitida por este Tribunal

de Justicia Administrativa del o de Morelos, en el expediente número
TJA/4ASERA/JRAEM L
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"En términos de lo previsto en los artículos 6 fracciones IX y X de la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 68 
fracción IV, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, 87 Y 167 de Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos, en esta versión 
pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o 
confidencial que encuadra en estos supuestos normativos ".
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